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Caracas y Washington 30 de junio de 2005
Dr. Santiago A. Cantón

Secretario Ejecutivo

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

1889F Street, N.W.

Washington D.C., 20006

REF: Caso Jubilados de la Empresa Venezolana Internacional de Aviación (VIASA). P-667-01. Información sobre cumplimiento de acta compromiso suscrita el 02 de marzo 2005 y observaciones a la comunicación del Estado de Venezuela de fecha 07 de abril de 2005 
Estimado Dr. Cantón,

Nosotros, María Elena Rodríguez y Marino Alvarado, de profesión abogados, actuando en representación de la organización de derechos humanos Programa Venezolano de Educación Acción en Derechos humanos (Provea) y de los jubilados de la empresa Venezolana Internacional de Aviación Sociedad Anónima (VIASA), y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), respetuosamente nos dirigimos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, la “Ilustre Comisión”, “la Comisión Interamericana”) con la finalidad de informar sobre el grado de cumplimiento del acta compromiso suscrita por el Estado de Venezuela y los peticionarios en fecha 02 de marzo de 2005, como paso previo a la posibilidad de arribar a un acuerdo amistoso en el caso en referencia, así como de hacer observaciones a la comunicación presentada por el Estado de Venezuela el 11 de abril de 2005.
I.-Sobre el acta compromiso suscrita en Washington el 02 de marzo de 2005.
En la reunión de trabajo solicitada por los peticionarios, realizada en la sede de la Comisión, el Estado de Venezuela, representado por la abogada María Auxiliadora Monagas, y los peticionarios, representados por la abogada Olga Lucía Pérez por Cejil y el abogado Marino Alvarado por Provea, suscribimos un Acta de Compromiso. En esta Acta, se establecieron, entre otros compromisos, los siguientes:
1.-El Estado venezolano asumió el compromiso de realizar en un lapso no mayor a cuatro meses, contados a partir de la firma del Acta (el cual se vence el tres de julio de 2005) las siguientes actuaciones:
a) Pagar a las 18 personas jubiladas y a sus herederos, cuando sea el caso, el cien por ciento (100%) de las pensiones adeudadas hasta la fecha de la cancelación. Es decir, para la fecha 03 de julio de 2005 el Estado de Venezuela debe pagar dicha deuda a las siguientes personas:
Jubilados de Viasa:

1.- Sonia María Ponte Borjas
2.-Pedro Aníbal Aristimuño Esteves 

3.-Lilian Esther Jiménez 

4.-Subdelia Mirabal Level 

5.-Lourdes María Fernández-Criado Peláez 

6.-Ignacio Aleixandre Ibarguen 

7.-Tatiana Pokrovsky de Oyarzabal 

8.-Jacinto Carvajal 

9.-Fernando Vincenti 

10.-Timoteo Jiménez 

11.-Amelia Margarita Rojas de Stroker 

12.-Ana C. Pérez de Carmona 

Las viudas de jubilados fallecidos: 

1-Remedios Faraig de Caro (viuda del jubilado José Caro)
2.-Nelly Cuevas de Rodríguez (viuda del jubilado Raúl Rodríguez)
3- María Chruszcz Schemel (viuda del trabajador Oscar Schemel)
4.-Yolanda Muro de Piñero (viuda del jubilado Daniel Piñero)

5.- María Alba Esperanza Castillo de Naranjo (viuda del jubilado Jesús Naranjo)
Igualmente deberá cancelar a las siguientes personas en su condición de herederos de los jubilados fallecidos:

1.-De Daniel Alberto Piñero son también herederos: los hijos Ramfiss Francisco Piñero Muro, de 45 años, Daniel Ramón Piñero Muro, de 49 años, Fernando José de la Santísima Trinidad Piñero Muro, de 41 años, Juan Bautista Piñero Muro, de 46 años.

2.-De Jesús Manuel Naranjo Cárdenas son también herederos: los hijos Cecilia Coromoto Naranjo Cacique, de 45 años, con cédula No. 4.823.819 y Jesús Manuel Naranjo Cacique, de 46 años de edad, con cédula No. 4.823.818.

3.-Del señor Raúl Rodríguez, son también herederos: los hijos Nelly Angélica Rodríguez Cuevas de 54 años, con cédula No. 13.736.597 y Raúl Hugo Rodríguez Cuevas, de 56 años, con cédula No.17.402.863.

4.-De Oscar Schmel son también herederos: los hijos María Emilia Schmel, 45 años, Miriam Schmel de García Arocha, de 52 años, Oscar Federico Schmel, de 43 años de edad.

5.-Del señor Tulio Pachano es heredero: su hija, Dulce Coromoto Pachano Van Der Velde, de 51 años de edad, Cédula de Identidad Nro 3.967.497. 

b) Adoptar, a más tardar para el día 03 de julio de 2004, un mecanismo que permitirá a los jubilados y a las viudas sobrevivientes cobrar a futuro las pensiones de jubilación, de conformidad con la legislación venezolana.
c) Pagar seis mil dólares americanos ($ 6000) o su equivalente en bolívares, por concepto de indemnización de daños morales y materiales a cada uno de los jubilados y jubiladas y sus familiares según sea el caso. Para cumplir con este pago, el Estado alegó que podría requerir un lapso de dos meses adicionales al término del día 03 de julio. Es decir, el pago de la indemnización lo haría el Estado, a más tardar, el 03 de septiembre de 2005.
d) Adoptar medidas orientadas a satisfacer las peticiones de carácter no pecuniario, de tal manera de garantizar el desagravio por parte del Estado a las víctimas y sus familiares. Estas medidas consisten en:
d1) El Estado reconocerá su responsabilidad internacional por haber violado los derechos humanos, al privatizar la empresa Viasa, y haber afectado derechos adquiridos de las personas jubiladas. Se hará el reconocimiento de que los jubilados lograron solucionar tal situación durante el gobierno del Presidente Hugo Chávez.
d2) El Estado publicará en un diario de circulación nacional el desagravio a las personas jubiladas y sus familiares.
d3) El Estado realizará un programa especial de televisión en el canal oficial de mayor cobertura a nivel nacional en homenaje al jubilado fallecido Jesús Manuel Naranjo, Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores Jubilados y Pensionados de Viasa, y en reconocimiento a la perseverancia de los jubilados en la lucha por sus derechos.

d4) El Estado realizará un programa educativo en donde se de a conocer los derechos y beneficios que asisten a las personas jubiladas en Venezuela
Por otra parte, los peticionarios a través de las organizaciones Provea y Cejil, asumimos el siguiente compromiso: facilitar al gobierno de Venezuela toda la documentación e información disponible que nos fuera requerida para que el gobierno pueda realizar todas las acciones conducentes al pago.

II.-Sobre el grado de cumplimiento de los compromisos asumidos debemos informar lo siguiente:

El Estado de Venezuela y los peticionarios, hemos venido sosteniendo reuniones periódicas para ir evaluando el desarrollo de los diversos trámites que en las distintas instancias del Estado se realizan, tendientes a pagar lo adeudado por concepto de jubilaciones atrasadas y la indemnización. Una primera reunión se realizó en fecha 04 de abril de 2005, en la que estuvo presente la Agente del Estado para los Derechos Humanos ante el Sistema Interamericano abogada María Auxiliadora Monagas, funcionarios de la Procuraduría General de la república, del Ministerio de Finanzas y del Ministerio de Planificación y Desarrollo. Por los peticionarios estuvo la Secretaria de la Asociación de Jubilados de Viasa Señora Margarita Rojas. Debe destacarse, que para esta reunión no fueron convocados los representantes de las víctimas. Según informó la abogada Agente del Estado, la convocatoria a la organización Provea no se realizó porque tenía la información que el abogado Marino Alvarado estaba fuera del país. En conversación sostenida verbalmente con la Agente del Estado, se le hizo la observación que pudo haberse convocado a cualquier representante de Provea.
Una segunda reunión se realizó el día lunes 20 de junio de 2005 en la sede del despacho del Viceministro de Finanzas. En esa reunión participaron: la abogada María Auxiliadora Monagas Agente del Estado para los Derechos Humanos ante el Sistema Interamericano, el señor Manuel Pérez Páez asistente del Viceministro de Gestión Financiera y el abogado Marino Alvarado, en representación de los peticionarios. En dicha reunión el funcionario del Ministerio de Hacienda explicó los pasos administrativos que hasta el momento se han realizado para avanzar hacia la cancelación de la deuda a los jubilados. Le fue entregado para su lectura al abogado Marino Alvarado el “punto de cuenta” mediante el cual el Presidente de la República recomendaba que se pagara en términos inmediatos a los jubilados tanto lo adeudado por concepto de jubilaciones no pagadas, como la indemnización de seis mil dólares. El funcionario explicó que por trámites legalmente establecidos, consideraba que el pago podía retrasarse algunos días con relación a la fecha 03 de julio de 2005.
Informamos, asimismo, a la Comisión que además de las reuniones, el Estado de Venezuela, a través de varios funcionarios, y los peticionarios, a través del abogado Marino Alvarado y la Jubilada Margarita Rojas, hemos sostenido varias conversaciones telefónicas donde se ha informado a los peticionarios sobre las gestiones que se realizan para cumplir los compromisos.
La última conversación telefónica se realizó el día 27 de junio en horas de la tarde entre el funcionario Manuel Pérez del Ministerio de Finanzas y el abogado Marino Alvarado, por parte de los peticionarios. En esa conversación, el funcionario del Ministerio de Finanzas, expresó que era imposible que se realizara el pago de las pensiones de jubilación atrasadas para la fecha 03 de julio. Que a consecuencia de tener que cumplir con trámites legalmente establecidos era imposible que en los pocos días que quedaban para el plazo fijado tales trámites se culminaran. Informó que ya se estaban realizando las gestiones para solicitar ante la Comisión de Finanzas de la Asamblea Nacional, el crédito adicional con el cual el Ministerio de Finanzas realizará el pago. Según el funcionario todo el trámite –hasta el momento en que se realice el pago- podrá tardar aproximadamente 30 días. 
Considerando las últimas informaciones aportadas por los funcionarios del Estado, los peticionarios queremos precisar lo siguiente:

De acuerdo con lo informado, el Estado de Venezuela no cumplirá con la fecha acordada para pagar las pensiones adeudadas. Para el pago de la indemnización, todavía tiene un plazo de sesenta días a partir del 03 de julio. Reconocemos, sin embargo, que hemos podido constatar que se han adelantado, hasta ahora, gestiones para proceder al pago tanto de lo adeudado por pensiones, como la indemnización. Entendemos que esas gestiones están bastante adelantadas para la presente fecha. 
Con relación a las reparaciones no pecuniarias, informamos a la Comisión que no conocemos hasta la fecha de propuestas concretas por parte del Estado orientadas a satisfacerlas. Esto, a pesar de que los peticionarios hemos insistido ante el Estado en que, además de las gestiones para realizar los pagos, se deben adelantar las gestiones necesarias para cumplir con las reparaciones de carácter no pecuniario.
III.- Sobre la comunicación del Estado de Venezuela de fecha 07 de abril recibida por la Comisión el 11 de abril.
Los peticionarios reconocemos como ciertas las informaciones aportadas por el Estado de Venezuela sobre las gestiones que para la fecha de la comunicación se habían realizado, tendientes a garantizar el compromiso de pago.

Sin embargo, en relación con el punto dos (2) de la comunicación, subrayamos que para los peticionarios los aspectos más importantes del Acta de Compromiso suscrita el 02 de marzo de 2005 en la sede de la Comisión, incluyen tanto las reparaciones pecuniarias y las no pecuniarias. En esta medida, no compartimos la afirmación que hace el Estado, al presentar como los “aspectos más importantes acordados en la reunión” sólo aquellos relacionados con reparaciones pecuniarias.
Aprovechamos, en consecuencia, la oportunidad para reiterar a la Ilustre Comisión la disposición de los peticionarios de poder llegar a un acuerdo amistoso con el Estado de Venezuela en el presente caso, en el momento en que el Estado dé pasos concretos y efectivos orientados a cumplir con la totalidad de las reparaciones explicitadas en el Acta de Compromiso suscrita el 02 de marzo de 2005. En tal sentido, respetuosamente reiteramos a la Comisión las bases mínimas de ese posible acuerdo amistoso, que fueron presentadas por nosotros en su momento, y las que, en buena parte, se encuentran recogidas en el Acta de Compromiso:
Reconocimiento de responsabilidad internacional 

El Estado de Venezuela debe reconocer su responsabilidad internacional por haber violado a los jubilados de la empresa Venezolana Internacional de Aviación Sociedad Anónima (VIASA) los derechos de propiedad privada, seguridad social y protección judicial protegidos en la Convención Americana y en la Declaración Americana.

Satisfacción del derecho a la seguridad social

El Estado de Venezuela debe pagar las pensiones adeudadas hasta la fecha de la firma del acuerdo amistoso, en los términos establecidos por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo y el Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Este pago debe estar exento del pago de tributos (impuesto, contribuciones o tasas, existentes o por crear), hacerse en un plazo máximo acordado por las partes y su no cumplimiento acarrea al Estado el debido reconocimiento y pago de la respectiva mora.

Asimismo, el Estado de Venezuela debe garantizar eficazmente el pago de pensiones a futuro tanto para los jubilados como para las viudas sobrevivientes, de conformidad con la legislación social venezolana.

Indemnización compensatoria

El Estado de Venezuela debe reconocer y pagar una justa indemnización por daños y perjuicios de naturaleza material y moral, tanto a los jubilados como a sus familiares inmediatos. El pago de esta indemnización debe estar exenta del pago de tributos (impuesto, contribuciones o tasas, existentes o por crear) y deberá hacerse en un plazo máximo acordado por las partes. Su no pago en este plazo acarreará al Estado el debido pago de la mora respectiva.

El cumplimiento de otras medidas de reparación

Con el fin de satisfacer adecuadamente los derechos violados y de prevenir que los hechos que causaron esas violaciones se repitan en el futuro, los peticionarios consideramos que el Estado de Venezuela, debe, también:

Publicar el texto del acuerdo de solución amistosa en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y en un periódico de circulación nacional.

Realizar un programa especial de televisión en el canal oficial del Estado con mayor cobertura nacional, de reconocimiento a los jubilados por la defensa de sus derechos y en homenaje del jubilado fallecido Jesús Manuel Naranjo presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores Jubilados y Pensionados de Venezolana Internacional de Aviación (VIASA).

Adoptar las medidas normativas adecuadas que garanticen que estos hechos no se repitan. 

La adopción de un mecanismo de seguimiento al cumplimiento del acuerdo

De llegarse a la firma de un acuerdo de solución amistosa en el presente caso, este debe contemplar, igualmente, la adopción de un mecanismo adecuado de seguimiento del mismo hasta el cumplimiento de todas sus cláusulas, que considere, entre otras, la presentación de informes sobre los avances logrados y la realización de audiencias ante la Comisión para recibir y evaluar informaciones.

Finalmente, teniendo en cuenta la naturaleza de los derechos violados y las especiales condiciones de vulnerabilidad en que se encuentran las víctimas, consideramos que el procedimiento que permita arribar a un acuerdo de solución amistosa en el presente caso debe desarrollarse en el menor tiempo posible.

Aprovechamos la oportunidad para saludar a Ud., 

Atentamente, 

María Elena Rodríguez




Marino Alvarado  
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Tatiana Rincón C.

CEJIL
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